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Mandato del RelatorEspecial sobre la independencia de jueces y abogados
Cuestionario del Relator Especial sobre la independencia de jueces y abogados
Respuesta del cuestionario sobre la independencia de jueces y abogados por parte de la Barra Mexicana, Colegio de Abogados, A.C.:
1. Sírvanse proporcionar información sobre la forma en que está organizada y regulada la profesión jurídica en su país. ¿Cuáles son los fundamentos jurídicos para su establecimiento (por ejemplo, disposiciones constitucionales,  de derecho común u otros)? Sírvanse proporcionar también información sobre las principales disposiciones legales sobre el derecho de los abogados a fundar y a afiliarse a asociaciones locales, nacionales e internacionales, y mencione las asociaciones existentes. 

a) La profesión jurídica en México está regulada en términos del artículo 5° constitucional, que en la parte relativa a profesiones establece: “La ley determinará en cada entidad federativa, cuáles son las profesiones que necesitan título para su ejercicio, las condiciones que deban llenarse para obtenerlo y las autoridades que han de expedirlo.”
Esta disposición se ha interpretado en el sentido que corresponde a las entidades federativas establecer el régimen legal, en el ámbito de su autonomía, que regule el tipo de profesiones que requieran de título profesional para su ejercicio (la abogacía está considerada en dicho rubro en todas las entidades federativas), así como los requisitos para que las instituciones educativas puedan ofrecer estudios que brinden acceso a la expedición de una cédula profesional que habilite para el ejercicio de la profesión. 
Asimismo, en las leyes de profesiones de las entidades federativas, incluyendo la Ley de Profesiones para la Ciudad de México, se ha regulado el ejercicio de la profesión. Aunque este es un aspecto que no está expresamente establecido en el artículo 5 de la Constitución, hay referencias de ello en la intención de dicho artículo en el debate constituyente, y conforme a nuestra cláusula federal (artículo 124), en la medida en que no se trata de una facultad expresamente conferida al ámbito de las autoridades federales, se entiende reservada al de las entidades federativas.

Si bien la gran mayoría de las entidades federativas cuentan con una legislación propia, hay excepcionalmente un par de entidades, como es el caso de Puebla, que no tienen una ley, y que utilizan, como norma referencial, la Ley de Profesiones para la Ciudad de México (antes Distrito Federal).

Como anexo al presente cuestionario, se incluye un cuadro comparativo sobre cómo están regulados distintos aspectos del ejercicio profesional en las leyes de las entidades federativas.
b) En cuanto al derecho de los abogados a fundar y a afiliarse a asociaciones locales, nacionales e internacionales, debemos señalar quela libertad de profesión (artículo 5° constitucional) se ha interpretado de la mano durante muchos años con el artículo 9º de la Constitución que reconoce el derecho a la libertad de asociación. 

Con base en esta última disposición constitucional, se ha interpretado hasta la fecha que cualquier forma de colegiación profesional es voluntaria, no obstante algunos esfuerzos que ha habido para considerar que la colegiación en particular de los abogados, debe considerarse una restricción razonable al ejercicio profesional y a la libertad asociativa, a efecto de garantizar a través de la colegiación, de la certificación continua, del control ético del ejercicio profesional y de la prestación obligatoria del servicio social profesional (que también se reconoce en el artículo 5° de la Constitución), y con ello una adecuada prestación de servicios profesionales al usuario de los servicios legales, tanto como consumidor (artículo 28 de la Constitución), como también en su calidad de justiciable con derecho a un pleno y efectivo acceso a la justicia (artículo 17 de la Constitución).

Por ello, no obstante que algunas entidades federativas han transitado hacia un esquema de certificación obligatoria, como se desprende de la tabla anexa, siendo el caso más sonado el de la legislación del Estado de Jalisco, cuya norma fue validada recientemente por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, todas las leyes de profesiones de las entidades federativas establecen un sistema de colegiación voluntaria.

Sobre este último punto, hay que señalar que la mayoría de las leyes estatales que regulan la colegiación voluntaria, establecen requisitos para el registro de asociaciones de profesionistas que puedan operar como colegios de abogados, teniendo entre otras funciones, la de velar por la realización del servicio social profesional de los abogados afiliados voluntariamente a dichos colegios. Empero, tampoco existe exclusividad en la colegiación voluntaria, puesto que la propia Suprema Corte de Justicia de la Nación, ha reconocido el derecho a estar afiliado a dos o más colegios de profesionistas registrados.

Como complemento a lo anterior, existen muchas asociaciones de abogados en el país que no operan como colegios de abogados, sino como meras asociaciones civiles, sin tener una función oficial de colegio de profesionistas en términos de ley.

En el caso de la legislación de la Ciudad de México, el registro de colegios de profesionistas está limitado a cinco colegios de abogados, siendo los más importantes, y en orden cronológico de constitución, el Ilustre y Nacional Colegio de Abogados de México, la Barra Mexicana, Colegio de Abogados y la Asociación Nacional de Abogados de Empresa.

Aun cuando algunas de estas asociaciones de profesionistas tienen presencia nacional, cada entidad federativa tiene su registro propio de colegios de abogados, por lo que existe un número importante de colegios de abogados registrados en los diversos Estados de la República, no todos ellos con la presencia, ni con la permanencia de los anteriormente señalados, quienes destacan como los pilares de la colegiación en nuestro país.

2. ¿Existe una asociación profesional de abogados que regule la profesión jurídica? En caso afirmativo, sírvanse proporcionar información sobre:

a) la denominación exacta del organismo; 

b) la base jurídica de su creación (por ejemplo, disposiciones constitucionales, de derecho común u otras);

c) si la asociación ha sido establecida como una asociación "independiente" y autónoma;

(d) el proceso de nombramiento del órgano ejecutivo de la asociación.

No existe formalmente hablando una asociación profesional de abogados que regule la profesión jurídica, puesto que, como se mencionó anteriormente, la regulación de la profesión de abogado, corresponde exclusivamente a las legislaturas de las entidades federativas. Como complemento a lo anterior, los ejecutivos estatales han emitido también, con base en su atribución de proveer en la esfera administrativa a la exacta implementación de la ley, reglamentos y normas administrativas de carácter general.

Adicionalmente, las leyes de profesiones permiten que los colegios registrados puedan auto-regularse a través de sus estatutos. Así por ejemplo, en el caso de la Barra Mexicana, Colegio de Abogados, ésta cuenta con una extensa normatividad que conforme a sus estatutos, y con aprobación de su Consejo Directivo, regula distintos aspectos del ejercicio profesional de sus miembros, como puede ser, por ejemplo, la existencia de un Código de Ética para el ejercicio de la profesión.

Ahora bien, con independencia de lo anterior, y como parte de un esfuerzo conjunto de los principales colegios de profesionistas del derecho, la Barra Mexicana, Colegio de Abogados, de la mano del Ilustre y Nacional Colegio de Abogados de México y la Asociación Nacional de Abogados de Empresa, recientemente han constituido el Consejo General de la Abogacía Mexicana.
Entre las principales funciones del Consejo General de la Abogacía Mexicana se encuentran las siguientes:
I.
Agrupar a Colegios de Abogados establecidos conforme a la legislación vigente, así como a sus capítulos, delegaciones o representaciones y cualquier otra organización análoga, sin que pierdan independencia, a efecto de coadyuvar en las funciones de mejoramiento y vigilancia del ejercicio profesional de la Abogacía, y realizar todo tipo de actividades relacionadas con la superación, defensa y correcto ejercicio de la profesión.

II.
Representar a la Abogacía mexicana y ser portavoz del conjunto de los Colegios de Abogados que agrupe, en toda clase de ámbitos, nacionales e internacionales, incluyendo a las entidades similares de otros Estados u organizaciones internacionales.

III.
Fomentar la armonía y colaboración entre los Colegios de Abogados. 

IV.
Fomentar, en el ámbito de su competencia, las mejores prácticas en las actividades de los Colegios de Abogados y de sus miembros, velando por el honor, la ética, la libertad y la dignidad profesionales.

V.
Representar, coordinar y defender los intereses de la Abogacía mexicana ante cualesquiera autoridades públicas, organismos, instituciones, entidades, organizaciones o particulares nacionales, e internacionales, incluidas las entidades similares de otras nacionalidades, con legitimación para ser parte en cuantos litigios afecten a los intereses colectivos, colegiales o profesionales y ejercer el derecho de petición.
Aunque dicho Consejo General, es una asociación civil, y formalmente no regula la profesión jurídica, se ve como un primer esfuerzo en México de caminar hacia un ente que coordine y regule la profesión jurídica.

3. Sírvanse proporcionar información sobre la relación entre la asociación profesional de abogados y los poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial. En particular, sírvanse proporcionar información sobre la función del Ministerio de Justicia o del Poder Judicial en relación con el establecimiento y funcionamiento de esa asociación.

Los colegios de profesionistas certificados en términos de las leyes de profesiones correspondientes, mantienen una relación de independencia y autonomía frente a los poderes públicos. En términos de ley, el ejercicio legal de sus atribuciones está bajo el control de las direcciones de profesiones de los ministerios de educación de cada entidad federativa, en el caso de la Ciudad de México, de la Dirección de Profesiones de la Secretaría de Educación Pública, perteneciente al Gobierno Federal. Fuera de ello, no hay vinculación alguna formal con los entes del poder, pudiendo ser miembros de los colegios de profesionistas, tanto abogados en el ámbito de la práctica privada, como de la academia e incluso, pertenecientes a los poderes públicos (legisladores, funcionarios públicos de la administración pública, así como funcionarios de la administración de justicia, jueces y magistrados).

4. Sírvanse proporcionar información sobre el papel que desempeñan las asociaciones profesionales de abogados respecto a:

a) el proceso de admisión a la profesión jurídica y la concesión de licencias a los abogados; 

b)  los procedimientos disciplinarios contra los abogados

c)  la prestación de asistencia jurídica gratuita

d) la protección de cada uno de los abogados contra cualquier forma de intimidación, obstáculo, acoso o injerencia indebida en el ejercicio de sus funciones

e) la elaboración y aplicación de legislación relativa al libre ejercicio de la profesión jurídica y a la administración de justicia. 

a) Las asociaciones de profesionistas no juegan ningún papel formal respecto de la admisión a la profesión jurídica y la concesión de licencias a abogados. No obstante ello, en los Estados en los que impera un mecanismo de certificación obligatoria (ver tabla anexa), los Colegios juegan un papel en la certificación periódica, sin la cual no puede ejercerse la profesión de abogado.
b) En cuanto a los procedimientos disciplinarios contra los abogados, existen diversos delitos del orden federal y local que pueden cometer abogados y patronos. Dichos casos entran en la competencia de las fiscalías y de los jueces penales del sistema de justicia penal federal o local, según la jurisdicción en la que se haya cometido el delito. En relación con estos temas, los colegios de profesionistas han buscado acercamientos constantes con las autoridades competentes para evitar la existencia de tipos penales abiertos, como el caso del fraude procesal en la Ciudad de México, que puedan poner en peligro la autonomía e independencia en el ejercicio de la profesión jurídica. Igualmente, algunos colegios de abogados, como es el caso de la Barra Mexicana, Colegio de Abogados, a través de la institución de la Defensa de la Defensa, ha brindado apoyo y asesoría jurídica a abogados del Colegio o a otros que han solicitado la intervención del mismo, para evitar abusos por parte del Estado que constituyan una persecución gubernamental con motivo del ejercicio de la profesión.
Asimismo, existen procedimientos disciplinarios en el ámbito administrativo, bajo la competencia de las autoridades administrativas correspondientes, por violaciones a las disposiciones en materia de ejercicio profesional que provienen de las leyes de profesiones de los Estados. En relación con el ejercicio de estas atribuciones, que pueden llagar hasta la suspensión temporal en el ejercicio profesional, como a la revocación de la cédula, los colegios de profesionistas mantienen una función de vigilancia, y a través de instituciones como la Defensa de la Defensa, han cuidado que estas atribuciones no se conviertan en un mecanismo de heterocontrol estatal de la profesión jurídica, que comprometan la autonomía e independencia del profesionista.

Finalmente, en relación con procedimientos disciplinarios relacionados con faltas a la ética profesional, los colegios de profesionistas tienen atribuciones para sancionar a profesionistas miembros de la asociación o que hayan aceptado someterse a la jurisdicción del órgano correspondiente de la asociación, por violaciones a su Código de Ética. El Código de Ética tiene que estar registrado ante la Dirección de Profesiones que supervisa al colegio de abogados (ante quien esté registrado). Las sanciones que pueden imponerse en esta forma de autocontrol, no inhabilitan en el ejercicio de la profesión jurídica, sino que básicamente consisten en la publicación de la falta a través de la resolución que se emita por el órgano competente, y si se es miembro de la asociación, puede incluso consistir en una suspensión temporal de sus derechos como miembro de la asociación o llegar incluso a la expulsión del Colegio; pero se insiste, ello no impacta de manera alguna en la posibilidad que un abogado sancionado por faltas a la ética, pueda seguir ejerciendo la profesión de abogado. Las resoluciones de los órganos correspondientes se tramitan y emitan conforme a los procedimientos internos de cada colegio de abogados, y a pesar de algunos intentos de presentación de juicios de amparo contra tales resoluciones, dichas decisiones se han considerado inatacables ante los tribunales de justicia por no ser actos de autoridad formal.
c) En nuestro país, los sistemas judiciales federal y locales, así como algunas dependencias de la administración pública y órganos constitucionales autónomos cuentan con un sistema de defensoría pública o de asesoría gratuita.
En el ámbito de los Colegios de Abogados en México, la asesoría jurídica gratuita depende de la figura del servicio social profesional, y en el caso de la Barra Mexicana, Colegio de Abogados, A.C., el órgano encargado de velar por proveer de servicios legales gratuitos, es la Fundación Barra Mexicana, A.C., quien canaliza a personas de escasos recursos con profesionistas miembros del Colegio para que tomen sus casos pro bono. 

También existen en el ámbito del servicio social estudiantil, algunas universidades que cuentan con despachos jurídicos gratuitos, en los que estudiantes de derecho, bajo la supervisión de uno o varios profesionistas prestan servicios legales a la población que carece de recursos para contratar a un abogado. Asimismo, también existen diversas asociaciones de la sociedad civil que prestan atención a víctimas y asesoría jurídica gratuita en diversos ámbitos del derecho.

d) En relación con la protección de cada uno de los abogados contra cualquier forma de intimidación, obstáculo, acoso o injerencia indebida en el ejercicio de sus funciones, como ya se mencionó, algunos colegios de abogados cuentan con instituciones como la de la Barra Mexicana, Colegio de Abogados denominada “La Defensa de la Defensa”; función encargada a uno o varios miembros del Colegio, bajo la supervisión del Consejo Directivo y de la Junta de Honor del Colegio, para proveer de manera gratuita servicios legales para la protección de los abogados a efecto de garantizar el libre ejercicio de la profesión. 
Además de la Defensa de la Defensa, más allá del ámbito de los casos personales, la Barra Mexicana, Colegio de Abogados, además de las gestiones  que pueda realizar su Presidente por instrucciones del Conejo Directivo, ha instaurado también el cargo de Abogado General. Entre las funciones de la oficina del Abogado General, están la de elaborar pronunciamientos, amicus curiae y realizar gestiones, para la protección de los intereses de la abogacía y de la profesión de los abogados en México, conforme al objeto social del Colegio. Destaca en este último rubro, la presencia de la Barra Mexicana Colegio de Abogados ante la Suprema Corte de Justicia de la Nación presentando amicus curiae en torno a la discusión sobre la constitucionalidad de la Ley para el Ejercicio de las Profesiones en el Estado de Jalisco, así como la presentación de diversos juicios de amparo en representación no sólo del Colegio sino de la sociedad en su conjunto, con base en la figura del interés legítimo, contra omisiones legislativas absolutas de los entes legislativos que no han emitido las adecuaciones legales correspondientes derivados de reformas constitucionales que obstaculizan y constituyen una injerencia indirecta del Estado en el adecuado funcionamiento del sistema de impartición de justicia, y por ende, el adecuado ejercicio de la profesión en representación de los justiciables.
e) En relación con la elaboración y aplicación de legislación relativa al libre ejercicio de la profesión jurídica y a la administración de justicia, los colegios de abogados carecen de funciones oficiales, ni participan formalmente conforme a ley en ningún proceso de formación de leyes o de normas administrativas generales sobre la materia.

No obstante ello, los colegios de abogados, principalmente la Barra Mexicana, Colegio de Abogados, ha participado activamente en una función consultiva con los órganos competentes en tales materias, integrando mesas de trabajo o realizando trabajos y opiniones.
También hay que señalar que los colegios de abogados, principalmente la Barra Mexicana, Colegio de Abogados, el Ilustre y Nacional Colegio de Abogados de México y la Asociación Nacional de Abogados de Empresa, han estado muy presentes en la elaboración de proyectos de legislación para la regulación de la profesión legal, buscando la colegiación obligatoria, la certificación obligatoria de profesionistas del derecho, así como la regulación del servicio social profesional y del ejercicio ético de la profesión.
De igual manera, las comisiones de estudio y ejercicio profesional de la Barra Mexicana, Colegio de Abogados, junto con el enlace con el poder legislativo designado por el Consejo Directivo y el Abogado General del Colegio, han participado en múltiples foros de discusión relativa al libre ejercicio de la profesión jurídica y a la administración de justicia. De dicha participación, se han elaborado diversas propuestas para los órganos legales correspondientes.
5.
¿Es obligatorio ser miembro de la asociación profesional de abogados para ejercer la abogacía en su país? En caso de que la afiliación sea un requisito previo para ejercer la abogacía, sírvanse proporcionar información detallada sobre las medidas adoptadas por el Estado para garantizar el acceso a la justicia en los casos en que haya falta de abogados en el país o en parte del mismo. 

No. Para el ejercicio de la abogacía en nuestro país, basta contar con cédula profesional debidamente expedida por la autoridad educativa competente. La colegiación no es considerada un requisito para el ejercicio de la profesión.

Hay que mencionar también que en el caso de algunas entidades federativas, se empieza a requerir del cumplimiento de ciertos requisitos adicionales para poder ejercer la profesión de abogado. En algunos casos, como Jalisco y Michoacán, si la cédula se ha expedido por una autoridad federal o de otra entidad federativa, se ha exigido el registro de la cédula profesional correspondiente ante la autoridad educativa local para efectos del control del ejercicio profesional que en términos de ley le corresponde. También es el caso de algunos poderes judiciales de ciertas entidades federativas, como es el caso de Puebla, en el que se exige el registro de la cédula, para poder acceder a dichos tribunales. Finalmente, algunos estados también han exigido en sus normas procedimentales, que para poder litigar en los tribunales de dichas entidades, el abogado o apoderado legal con residencia en otra entidad federativa, tiene que estar acompañado por un abogado residente en el Estado, quien en calidad de procurador tiene que firmar también promociones ante los tribunales y comparecer a audiencias.

